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POR UNA FISCALIDAD PROGRESIVA
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Constitución Española. Art.31 y 38.

“Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos

públicos de acuerdo con su  capacidad económica

mediante un sistema tributario justo inspirado en

los principios de igualdad y progresividad”

“Toda la riqueza del país en sus distintas formas y

sea cual fuere su titularidad está subordinada al

”interés general” 

¡¡A que suena bien!!

Evidentemente, este pacto constitucional se ve cada

vez más vaciado de su contenido para favorecer a

los grupos oligárquicos que ostentan el poder real

en nuestra sociedad.

España soporta uno de los sistemas fiscales más

regresivos e injustos de la Unión Europea. Según

Eurostat-2015, los ingresos fiscales en nuestro país

representan el 38,6% del PIB (producto interior

bruto). Muy por debajo del 46,8% que, como me-

dia, se registra en los 19 países que forman parte

del euro. Sin embargo, soportamos una de las más

altas en rentas del trabajo (IRPF): el 42% del total

de recaudación; y en IVA, el 30%, mientras que las

rentas del capital, que alcanzan el 53% del PIB,

aportan menos de un 20%.

Algunos mecanismos legales que lo facilitan: el

impuesto de sociedades es nominalmente del 30%

para las grandes empresas, pero en realidad se per-

mite, por deducciones y compensaciones, reducír-

selo hasta el 8%. El Sindicato de Técnicos de

Hacienda (GESTHA) asegura que el impuesto de

sociedades acumula una pérdida de recaudación del

58,2% desde el inicio de la crisis. Y atribuye este

desplome sobre todo a las posibilidades que tienen

las mayores empresas de reducir su factura fiscal.

Otros mecanismos legales: las Sociedades de

Inversión de Capital Variable (S.I.C.A.V) tributa-

ron entre 2012 y 2014 menos del 0,5%, según la

Comisión Nacional del Mercado de Valores, o la

supresión de impuesto que beneficia a los más

ricos, como el de patrimonio. A esta serie de medi-

das legales añadamos el escaso control que los

organismos públicos ejercen sobre el delito fiscal:  

1.- Fraude fiscal, la economía sumergida (no la de

subsistencia) alcanza en nuestro país el 25% (la

media europea es del 10%); el 72% de esta econo-

mía  sumergida corresponde a las grandes fortunas:

unos 60.000 millones/año. 

2.- Evasión fiscal: según GESTHA, el Plan de

Control Tributario de 2016 dejó impune el 81,6%

de la evasión fiscal, ya que la Agencia Estatal de

Administración Tributaria centra su investigación

en los contribuyentes con menores ingresos:

Pequeñas y Medianas Empresas, autónomos y tra-

bajadores, en vez de perseguir el fraude sofisticado

de multinacionales y corporaciones empresariales 

3.- Paraísos Fiscales: casi todas la empresas del

IBEX-35 (las empresas más importantes) operan en

paraísos fiscales, operaciones que son facilitadas

por las entidades financieras y consentidas por la

autoridad fiscal.

El Gobierno español no solo no hace todo lo posi-

ble para reducir las bolsas de fraude y corrupción

que merman los fondos disponibles, si no que eleva

el IVA para cargar sobre las personas menos favo-

recidas una aportación desproporcionada a los

ingresos que precisa el Estado.

Integrada en FEMAS y CEPYP
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La edad legal de jubilación sube a 65 años y 6 meses en 2018
Los trabajadores que quieran jubilarse en 2018 con el

100% de la pensión (y no hayan cotizado 38 años y

medio) tendrán que tener cumplidos 65 años y seis

meses, de acuerdo con la reforma de las pensiones  de

2011. La reforma estableció un periodo transitorio desde

2013 hasta 2027 para elevar la edad de jubilación de 65

a 67 años, según consta en la siguiente tabla. 

Todos los nacidos a partir de 1948 están afectados por el

aumento progresivo de la edad de jubilación, mientras

que los nacidos en 1960 ya no podrán jubilarse antes de

los 67 años, salvo si tienen 38 años y medio de cotiza-

ción a la Seguridad Social. Asimismo, desde 2013

comenzó a aumentar gradualmente de 15 a 25 años el

periodo de cómputo para calcular la pensión, con lo que

en 2018 se hará con los últimos 21 años cotizados, tal y

como aparece recogido en la siguiente tabla.

La pensión mínima de jubilación para las personas de 65

o más años con cónyuge a su cargo será de 11.044,6

euros anuales en 2018, mientras que para los beneficia-

rios menores de esa edad será de 10.353 euros al año.

Así se desprende del real decreto sobre revalorización

de las pensiones de clases pasivas, del sistema de la

Seguridad Social y de otras prestaciones sociales, que

publica el BOE. Las pensiones abonadas por el sistema

de la Seguridad Social, así como de Clases Pasivas,

experimentarán en 2018 con carácter general un incre-

mento del 0,25 %. De esta manera, el Gobierno aplica la

subida fijada en la Reforma de las Pensiones que, en

función del índice de revalorización, establece que las

pensiones crecerán, como mínimo, el 0,25 % y, como

máximo, el IPC más el 0,50 %. 

Sii la persona jubilada tiene 65 o más años y carece de

cónyuge recibirá una pensión mínima de 8.950,2 euros

y, si no ha cumplido esa edad, cobrará 8.372 euros. Para

los mayores de 65 años con cónyuge que no esté a su

cargo la cuantía es de 8.493,8 euros anuales y de 7.914,2

euros para los menores de esa edad. En los supuestos de

gran invalidez, para mayores de 65 la prestación mínima

será de 16.567,6 euros anuales para los pensionistas con

cónyuge y de 12.741,4 euros para los que no lo tengan a

su cargo. Para los que no tienen cónyuge y se conside-

ran como unidad económica unipersonal esa pensión

ascenderá a 13.426 euros. En lo que se refiere a viude-

dad, quienes tengan cargas familiares cobrarán 10.353

euros al año; los de 65 años o con discapacidad en grado

igual o superior al 65%, 8.950,2 euros; entre 60 y 64

años, 8.372 euros; y con menos de 60 años, 6.778,8

euros. En las pensiones de orfandad, la ayuda por bene-

ficiario se fija en 2.734,2 euros al año, cantidad que se

eleva a 6.778,8 euros para la orfandad absoluta, que se

repartirá, en su caso, entre los perceptores de una misma

pensión. Por beneficiario, con una discapacidad de al

menos el 65% y menor de 18 años, se fija una pensión

de 5.381,6 euros anuales. Las prestaciones en favor de

familiares serán de 2.734,2 euros anuales por beneficia-

rio, de 6.609,4 euros si sólo hay un receptor mayor de 65

años y de 6.228,6 euros si es menor de esa edad. En el

caso de que haya varios beneficiarios, el mínimo asigna-

do a cada uno de ellos se incrementará en el importe que

resulte de prorratear 4.044,6 euros al año entre todos.

Respecto a las no contributivas, se fijará la cuantía de

las pensiones de jubilación e invalidez en 5.178,6 euros

íntegros anuales. La cuantía de las pensiones del extin-

guido Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez (SOVI)

queda fijada en 5.728,8 euros anuales si no concurre con

otras prestaciones. Se mantiene el complemento de pen-

sión de 525 euros anuales para el pensionista que acre-

dite fehacientemente carecer de vivienda en propiedad y

tener, como residencia habitual, una vivienda alquilada

que no sea de un pariente ni cónyuge o persona con la

que tenga una unión estable o conviva.

2013 65 años y 1 mes

2014 65 años y 2 meses

2015 65 años y 3 meses

2016 65 años y 4 meses

2017 65 años y 5 meses

2018 65 años y 6 meses

2019 65 años y 8 meses

2020 65 años y 10 meses

2021 66 años

2022 66 años y 2 meses

2023 66 años y 4 meses

2024 66 años y 6 meses

2025 66 años y 8 meses

2026 66 años y 10 meses

A partir de 2027 67 años

2013 192 meses (16 años)

2014 204 meses (17 años)

2015 216 meses (18 años)

2016 228 meses (19 años)

2017 240 meses (20 años)

2018 252 meses (21 años)

2019 264 meses (22 años)

2020 276 meses (23 años)

2021 288 meses (24 años)

A partir de 2022 300 meses (25 años)
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“O lo conseguimos ahora o no lo vamos a conseguir

nunca”. Esta frase de un directivo de una de las

principales entidades financieras del país resume el

sentir del sector financiero, asegurador y de inver-

sión colectiva respecto a lo que perciben como una

“oportunidad histórica” para concretar una reforma

de las pensiones que impulse de una vez por todas

la llamada parte complementaria del sistema la que

conforman los planes de pensiones de empresa

(segundo pilar) y los planes individuales (tercer

pilar).

¿Porqué ahora? Por la oportunidad del momento,

con el Estado saliendo al rescate del sistema de

pensiones con préstamos millonarios, la hucha de

las pensiones en las últimas y el Pacto de Toledo a

punto de emitir las recomendaciones que deben

guiar los movimientos del sistema para los próxi-

mos 10-15 años.

En los últimos meses del año anterior se han suce-

dido las jornadas, conferencias y análisis impulsa-

dos desde el sector que han servido para acuñar una

línea argumental común: el sistema de pensiones no

es sostenible en su configuración actual,  debemos

asumir que en el futuro las pensiones serán más

bajas y solo el complemento del ahorro privado

permitirá mantener su poder adquisitivo. A partir de

ahí el mejor vehículo para fomentarlo son los pla-

nes de pensiones de empresa y particulares, pero

dicen que impulsar ese ahorro privado solo será

posible si la ley hace obligatorio o semiobligatorio

realizar  aportaciones a un plan de pensiones priva-

do.

El modelo parte, asimismo, de la obligatoriedad de

dotar un plan de pensiones privado de empresa, al

que aportarían empresa y trabajador y en el que

tanto unos como otros dispondrían  de “incentivos

fiscales”. Las aportaciones tendrían dos tramos,

uno obligatorio y otro incentivado fiscalmente.

Para la banca se trata de un apetitoso pastel, no solo

por las comisiones que generaría, sino también por

las oportunidades de negocio que le abriría al

manejo de tan significativo volumen de recursos.

Los trabajadores, en cambio, pagarían por partida

doble: al sistema público  (de reparto) y al privado

(de capitalización).

Los lobbies de la banca y las aseguradoras, titulares

de la mayoría de los planes de pensiones, han con-

seguido convertirse en la referencia a la hora de

describir el futuro de las pensiones públicas y tam-

bién a la hora de influir en las leyes que definen su

futuro.

OFENSIVA DEL SECTOR FINANCIERO PARA HACER OBLIGATO-
RIO ABRIRSE UN PLAN DE PENSIONES.

FACTOR DE SOSTENIBILIDAD, NUEVO  ENGAÑO PARA PENSIONISTAS

Según la reforma efectuada en Abril de 2013, a par-

tir del año 2019 se incluirán  factores para reducir

el cálculo de las pensiones.

El FEI (factor de equidad intergeracional según la

esperanza de vida de la población) el FRA (factor

de revalorización anual, según la Salud económica

de las arcas publicas; es decir, la relación entre

ingresos y gastos públicos)

Ambos serán negativos para el calculo: viviremos

más y seguirá habiendo déficit publico; contando,

de no mejorar la recaudación fiscal, haciendo que

paguen más quienes más tienen, “se recortarán las

pensiones”

El FEI calculará una mayor esperanza de vida y la

cuantía mensual de nuestra pensión se diluirá por

mayor expectativa de vida. ¡¡Qué paradoja de nues-

tra existencia ¡¡ Vivir más tiempo en un mundo que

progresa tecnológicamente y de mayor conoci-

miento es económicamente un castigo, no un privi-

legio para los ciudadanos.
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¡Afiliate a Jubiqué! (por 30 Euros anuales)
Nombre y apellidos: .....................................................................................................................
Domicilio: ......................................................................................................................................
Ciudad: ..........................................................................................................................................
Provincia: ........................................................................... Distrito Postal: ...............................
DNI:..........................  Telf: ..................................  E-mail: ...........................................................
Situación: ..............................     Jubilado (  )      Prejubilado (  )
Empresa de procedencia: ............................................................................................................
Domiciliación bancaria:     (... ... ... ...) / (... ... ... ...) / (... ...) / (... ... ... ... ... ... ... ... ... ...)

Envía este cupón a Jubiqué. Montera 34, 1º, Madrid -28013-

Firma: .................................  En .................... a ..... de ................ de 2............

MAS DE 40.000 DEPENDIENTES  FALLECIERON EN EL 2016 SIN SER ATENDIDOS.

Un total de 40.647 personas dependientes fallecie-

ron en 2016 sin recibir la prestación que habían

solicitado, según se desprende de una información

del Ministerio de Sanidad, recogido por la Asocia-

ción de directores y gerentes en Servicios Sociales.

La Asociación alerta de que esta cifra de falleci-

mientos es consecuencia de un aumento de la lista

de espera, que en 2016 alcanzó las 320.000 perso-

nas, entre ellas 125.000 grandes dependientes y que

esta situación solo se soluciona aumentando la

financiación del sistema y revirtiendo los recortes

que el Gobierno ha llevado a cabo desde el 2012.

Estiman que el año pasado la Administración Ge-

neral del Estado aporto el 17.4% de la financiación

pública del sistema, frente al 82,6% que aportaron

las autonomías, a pesar de que estos dos porcenta-

jes deberían estar al 50-50. Supone que el gasto

promedio por persona en situación de dependencia

atendida en 2016 ascendió a 8.349 euros anuales,

de los cuales 6.896 fueron aportados por las CCAA

y 1.453 por el Gobierno central.

La Asociación señala que estos datos se basan en

fuentes oficiales certificadas por la intervención de

cada Comunidad lo que, además, supone la prime-

ra vez que oficialmente se reconoce que el

Gobierno no aporta el 50% que asegura. En este

sentido, el coordinador ha llamado al Ejecutivo a

hablar con transparencia de este tema y a evitar los

documentos “manipulados o no actualizados” que

presenta para justificar las cifras que defienden.

Además, se han mostrado preocupados porque de

las cifras recogidas se desprende que el Gobierno

no gasta las partidas completas que presupuesta.

Los pacientes están recibiendo cuantías entre 190

euros y los 387 euros que cobran aquellos con dere-

chos a mayores prestaciones. Además de estas

cifras, hay que descartar la cotización de la

Seguridad Social de los cuidadores, una situación

que lleva a muchos de ellos a darse de baja.

¿CUANTO NOS CUESTA, ANUALMENTE, LA CORRUPCION?

Estudios de la Comisión Nacional de los Mercados

y la Competencia cifran en 90.000 millones de

euros al año el coste de estos delitos en España.

Para evaluar a que cantidad nos estamos refiriendo

basta decir que el Estado gastó unos 65.000 millo-

nes anuales en Sanidad y 120.000 millones en

Pensiones.

Más de la mitad, el 4,5% del PIB (Producto Interior

Bruto) procede de sobre costes por “deficiencias de

control” según expertos de la Universidad Autóno-

ma de Madrid. Ello supone 500 euros por ciudada-

no, lo que implica recortes a nuestro estado de bien-

estar.

¿Qué hace el gobierno para tratar de cuantificar y

recuperar eses dinero?


